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SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo numero, está abierta la sesión. 
(Así se hace. Es la hora 14 y 40 minutos.) 


Una vez más los miembros de esta Comisión se sienten muy 
honrados con la presencia del Presidente de la Suprema Corte 
de Justicia, doctor Mariño, y del señor Ministro, doctor 
Cairoli.' Como. ustedes saben, queremos conocer la opinión de la 
Suprema Corte de Justicia o de quienes nos visitan, porque 
consideramos que ese tema está en sus manos. En ese sentido, 
no sabemos si hay una posición tomada de la Corporación ya que 
ello, por lo senos, no ha trascendido oficialmente. 


El tema que hoy nos ocupa es el ia de ley del código 
del Proceso Penal, que fue remitido por el Poder Ejecutivo y 
que está a estudio de esta. Comisión como punto prioritario de 
sus labores para este año. e 


. 


SEÑOR MARIÑO.- Señor Presidente, señores Sehadores: en mi 
calidad de Presidente de la Suprema Corte de Justicia y en 
representación de la Corporación, agradezco a la Comisión la 
oportunidad que se le brinda al Cuerpo para exponer sus ideas 
acerca del proyecto del Código del Proceso Penal. En forma 
previa, formularé una serie de precisiones relativas a etapas 
anteriores vinculadas al tema de la reforma del Código. A 


El actual Código, tal como se expresa en el informe de la 
Comisión de Constitución y Legisiación del Consejo de Estado, 
responde a la necesidad de actualizar y ordenar coherentemente 
las exposiciones que directa o indirectamente regulan el 
proceso penal y conforman un requerimiento de una 
extraordinaria importancia en cuanto atañe a la posibilidad de 
realizar, de manera efectiva, valores que integran el 
fundamento básico del sistema político de la República. 
Fundando tal necesidad, la Comisión mencionada destacaba que 
Doctrina y Jurisprudencia habían construido, sobre la base de 
un ¿genuino rompecabezas de disposiciones dispersas e 
insuficientes, un verdadero sistema procesal extralegal que ha 
ido paliando las omisiones de la ley y dejando de lado, 
incluso, muchas disposiciones del Código de Instrucción 
Criminal que un siglo de antigúiedad han convertido en 
inaplicables. Esto es, que el actual Código, con ciertas 
modificaciones —algunas de importancia, como la presencia del 
defensor en la audiencia previa al procesamiento, el establecer 
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sanciones procesales en caso de vencimientos de plazo para 
deducir acusación y contestar la demanda, así como la tímida 
implantación de un proceso en audiencia— no constituyó en sí 
una modificación sustancial al régimen procesal vigente a la 
fecha. 


El Código sancionado, que no secibió el apoyo en cuanto 

a recursos humanos y edilicios necesarios, no logró colmar las 

expectativas, lo que dio motivo a que a cinco años de su 

vigencia se creara por Ley No. 15.844, del año 1986, una 

Comisión Honoraria de Reforma presidida por el doctor Eduardo 

Piaggio Soto y que tuve el honor de integrar como delegado de 

la Suprema Corte de Justicia. El proyecto elaborado por esa 

Comisión fue elevado al Parlamento el 23 de febrero de 1990, 

sin que recibiera tratamiento legislativo. Sin embargo, la 

necesidad de la reforma del. proceso penal ha mantenido un - 
interés gravitante. Tan es así, que el tema figuró en-la agenda 

de la Comisión de Seguridad Pública de carácter interpartidario- 
y en el documento final'de la misma se incluyeron pautas a. 
tenerse en cuenta en la redacción del nuevo Código. 


Asimismo, destacados profesores de la Facultad de Derecho 
redactaron sendos proyectos, uno de ellos presentado por las 
penalistas doctoras Reta y .Crezzi y otro conocido como 
"Proyecto Gelsi-Marabotto", en atención a dos distinguidos 
procesalistas que-lo integraron. Por último, el Poder Ejecutivo 
ha sometido a consideración de la Asamblea General el proyecto 
que hoy nos ocupa. a 


Ahora bien; la Suprema Corte de Justicia no' estuvo ajena * 
a las referidas inquietudes y el tema fue reiteradamente 
tratado por sus mienbros, especialmente en lo procedinental. 
Habida cuenta de la permanente información que el órgano recibe 
de causas y en oportunidad de las visitas de cárceles, de las 
que se extrae sin duda los inconvenientes del actual sistema 
procesal, inquisitivo, escritural, por nencionar algunos, todo 
esto trae aparejado una tramitación muy lenta de los juicios 
y como consecuencia un elevado número de procesados sin 
condenas. Siendo el fin del proceso en el que toda persona haya 
sido sindicada como presunto autor de un delito, que ella 
obtenga en el menor tiempo posible el fallo judicial, ya sea 
absolutorio o de condena, la Corporación por unaninidad 
reafirma que considera imprescindible la reforma del 
procedimiento en materia pensl como uno de los presupuestos 
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esenciales para Ja mejora de la administración de justicia y 
en aquella materia en protección de los derechos humanos y de 
la seguridad ciudadana. Sin embargo, la Corporación, también 
por unanimidad, advierte que cualquiera sea la resolución que 
en definitiva se adople, ningún sistema procesal penal podrá 
funcionar eficazmente si no se duta al Poder Judicial de los 
recursos humaños y lovativos necesarios para tal fin. La 
Corporación, luego de un detenido estudio del proyecto elevado 
por el Poder Ejecutivo a vuestra Comisión, comparte por 
unanimidad los principios generales de 13 propuesta, sin 
perjuicio de entender que algunos aspectos son observables y 
merecen reparos. A titulo de ejemplo, se cbserva que la 
limitada reglamentación del. principio de: oportunidad y la 
: acotada participación que se asigna a la víctima en el proceso 
penal debieron desarrollarse en forma más amplia. Ñ 


Por otra parte, también se-: observa que la libertad 
provisional se transíorma ciaramente en pena anticipada, lo que 
no es admisible. Véase al efecto los articulos 200 y 208 del 
proyeuto. En el proceso de extradición no se dice cuál es el 
recurso admisible ya que sólo se establece que "será 
recurrible"; y- además se agrega que, en cuanto al trámite, 
serán aplicables las normas que regulan el recurso de casación, 
árticulo 353. En esta observación se pone especial énfasis, 
porque al referirse al recurso de casación y al no hacerse 
mención a qué recurso es el que se debe interponer, puede 
crearse una gran confusión debido a que el de casación —como 
saben los señores Senadores— sólo admite ingresar al error de 
Derecho y no a los aspectos de hecho. 


Ahora bjen, en lo procedimental la Suprema Corte de 
Justicia tiene discrepancias. La mayoría, integrada por los 
doctores Marabotto, Torello y Cairoli, entiende que debe 
aplicarse un procedimiento acusatorio integral tal como el 
establecido en el anteproyecto del Código del Proceso Penal, 
elaborado por el Ministro Marabotto, los doctores 'Gelsi y 
Bermúdez, el Fiscal Langón y la Fiscal Adjunta Landeira. En 
consecuencia, la Suprema Corte de Justicia, por mayoría y con 
el voto conforme de los tres Ministros antes mencionados, 
entiende que el citado es el procedimiento adecuado. Los 
restantes Ministros ——es decir el doctor Alonso De Marco y 
quien habia— entienden que el procedimiento propuesto, con 
algunas modificaciones, podría satisfacer los objetivos de la 
reforma. 


un. 


ES 


Es cuanto tengo que informar a la Comisión. De más está 
decir que, ai igual que el doctor Cairoli, estamos a vuestras 
órdenes para responder a cualquier inquietud o pregunta que 
deseen realizarnos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias, Desñor Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia. . 


Leseamos consultar al señor Ministzo Cairoli si desea 
agregar algún comentario. 


SEÑOR CAIROLI.- Creo que el. doctor” Mariño ha realizado un 
resumen muy claro de lo que es la posición actual de los cinco 
Ministros de la Suprema Corte de Justicia. Por lo tanto, 
prefiero no hacer ningún comentario en este momento, aunque, 
naturalmente, quedo a total disposición de esta Comisión para 
responder a cualquier inquietud qué “deseen plantearme con 
respecto a la posición que, en este momento, es mayoritaria en 
la Suprema Corte: de Justicia. 


SEÑOR SANTORO.- Aprovechando la presencia dé los señores 
Ministros de la Suprema Corte de Justicia, queremos formular 
una pregunta que tiene que ver no sólo con la patte técnica, 
sino con lo que significa la práctica de este proyecto de 
Código del Proceso Penal. 

Conocemos las dificultades —aquí se hán señalado 
algunas— que tiene .el Poder Judicial para que los 
procedimientos sean diligenciados con rapidez y, en forma 
normal. se ha dicho que ello se debe a razones, 
fundanentalmente, de carácter económico-financiero y de 
recursos para el Poder Judicial. 


Se ha efectuado una serie de modificaciones al proceso 
penal tendientes a que los procedimientos fueran más ágiles o 
se realizaran con cierta normalidad en cuanto al tiempo 
utilizado, pero lo que sucede en la realidad es que no se 
encuentra la posibilidad de que ello ocurra, al tienpo de que 
hay un número exagerado de procesados sin sentencia. Este 
proyecto procura superar esos inconvenientes. 


Tanto de la exposición de motivos como de las 


disposiciones que él contiene surge claramente la intención de 
ganarle al tiempo, a través de un procedimiento ágil, rápido, 
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inmediato, público y oral, y también a los inconvenientes que 
se generan en la actualidad, ya que, por ejemplo, se elimina 
una serie de notificaciones, entre otros aspectos. 


Teniendo en cuenta que en este proyecto hay una fase de 
primeras actuaciones procesales, luego una fase preparatoria 
del plenario y, posteriormente, una de plenario que termina con 
la sentencia, quiero preguntar a nuestros invitados qué 
cantidad de tiempo requerirá la actuación judicial para que un 
procesado —por un delito de los que más se producen en este 
país; puede tomarse cualquiera que sea indicado por las 
estadísticas como los más habituales— tenga una sentencia. 
Es decir, ¿cuánto tiempo pasará entre la recepción del 
comunicado de la Policía, la flagrancia o'la denuncia hasta la 
audiencia final en la cual se pronuncia la sentencia? Reitero 
que se han realizado una serie de esfuerzos para superar esos 

_inconvenientes, pero la realidad nos responde de otra manera. 


“SEÑOR MARIÑO.- Voy a tratar de contestar la pregunta más 
difícil que he recibido en nis 64 años de vida, 


SEÑOR SANTORO.- En el Parlamento siempre hay sorpresas. 


SEÑOR MARIÑO.- La respuesta que pueda darle estará directamente 
vinculada con los recursos humanos —es decir, la eventual 
creación de cargos de Jueces, Defensores de Oficio y Fiscales— 
y con la capacidad económica que tenga el Poder Judicial .para 
adquirir inmuebles que se adecuen a la nueva función a 
desempeñar con las caracteristicas que establece este proyecto 
de Código. Por lo tanto, creo que hoy es prácticamente 
imposible, sin disponer de esos elementos, dar una respuesta 
a esa interrogante. 


Sin embargo, hablando en nombre de la minoría de la Corte, 
o sea en el del doctor Alonso De Marco y de quien habla, 
podenos decir que entendemos que se podrian abreviar los 
procesos si' en este proyecto de Código el artículo 262, que 
establece el proceso extraordinario, se transforma en el 
proceso ordinario y, por excepción, se va al extraordinario. 
La experiencia de algunos años —creo que en esto el doctor 
Cairoli me va a apoyar— me permite afirmar que hay gran 
cantidad de procesos sobre hechos menores, de poca entidad —y 
quizás algunos de mayor entidad— que quedan concluidos una 
vez que el Juez dicta el auto de procesamiento. En la 
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actualidad, solamente se solicita que se agregue la planilla 
de antecedentes judiciales y la declaración de los testigos de 
conducta. En ese momento el expediente estaría en condiciones 
de pasar a la etapa del acusatorio. Entonces, pienso que el 
procedimiento extrarodinario que se establece en el Código 
podría ser el procedimiento ordinario, siempre que la defensa 
no plantee oposición ni presente pruebas que habiliten a seguir 
ese procedimiento. Es decir que si el Fiscal no solicita nuevas 
pruebas y está dispuesto a deducir acusación, y la defensa 
acepta no producir nuevas pruebas, con el nuevo sistema de 
trasmitir las huellas dactilares en forma casi inmediata al 
Instituto Técnico Forense para que éste envíe, vía fax, la 
planilla de antecedentes, en el término de 48 horas estaría el 
expediente en condiciones de pasar al Plenario, el Fiscal 
podría deducir acusación, la defensa contestar y el Juez dictar 
«sentencia. Naturalmente, el artículo 262.2 debe ser respetado, 
ya-que el defensor tiene derecho a oponerse a un procedimiento 
tan sumario cuando desea, por su parte, realizar pruebas de 
descargo en favor de su defendido. 5 . 


SEÑOR SANTORO.- Quiero plantemr una pregunta no tan difícil 
como la anterior, pero producto de falta de información 
suficiente. Como el señor Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia apoya este Código, está en mejores condiciones de 
responder, que quienes lo miran con cierta prevención, como el 
señor Ministro Cairoli. ; 


SEÑOR CAZROLI.- No es tan así, señor Senador. 


SBÑOR SANTORO.- No me refiero al término en su acepción penal; 
es una apreciación de carácter político. 

No ejerzo la abogacía desde hace años y nunca estuve 
demasiado informado en materia penal, pero me encuentro en este 
momento con una disposición que tiene que ver con la función 
que cumple el Juez. Me refiero al artículo 247.2, que dice "si 
el juez lo estimara pertinente, dispondrá el ingreso a sala de 
la víctima Oo sus sucesores, asistidos por abogado, a los 
efectos de tentar medios que posibiliten la satisfacción de sus 
aspiraciones." Al respecto, debe recordarse el artículo 247.1, 
que establece: "Cumplida la actividad probatoria preliminar y 
reunidas las partes en audiencia, en primer lugar se procederá 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 228." 
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Luego Viene el articulo que dispone el ingreso a sala de la 
víctima. En un Código en el que se procura rapidez en todos los 
órdenes, para que la justicia se administre con eficacia, se 
determina que ingrese la víctima con el abogado a efectos de 
tentar medios que posibiliten la satisfacción de sus 
aspiraciones. No sé si esto tiene que ver con algún tipo 
delictivo especial, o es en todos Jos casos que la víctima 
puede comparecer en un procedimiento. En la exposición de 
motivos que he leído, simplemente se menciona este punto, pero 
no se explica. Por este motivo, me permitía formular esta 
pregunta. - » 


SEÑOR MARIÑO.- En la resolución de la Suprema Corte de Justicia 
—adoptada por unanimidad de sus cinco miembros— se observa 
que el proyecto establece una acotada participación de la 
victima en el proceso penal. Nosotros creemos que la victima 
debe participar desde él comienzo en el proceso penal, con.su 
abogado defensor. Pensamos que el hecho de que participe desde 
el comienzo, no va a entorpecer jos procedimientos, porque va 
a ir acompasando las solicitudes que se puedan formular, de 
acuerdo con lo: previsto en el Código, con la actividad 
probatoria que está cumpliendo el fiscal y el defensor. Quizás, . 
la misma pregunta que está realizando.el fiscal o el defensor, 
o las mismas pruebas que las partes están acompañando en esa 
audiencia, le sirvan a la víctima, y no tenga entonces que 
reproducirlas en un acto posterior. De manera que perísamos que 
la víctima debe participar desde un comienzo en el proceso, no 
sólo por un.derecho natural, sino también porque pensamos que 
sin duda va a servir para que no se produzca con posterioridad 
una intervención en la que probablemente se reiteren pruebas 
que ya han sido diligenciadas en la audiencia. ' 


SEÑOR SANTORO.- Quiere decír que son cuatro partes: el fiscal, 
que acusa; el juez, que juzga; el defensor, que asiste; y la 
víctima, que también cumpie un papel muy importante, el papel 
fundamental. Hay que tener en cuenta que las viíctinas no son 
todas iguales; unas tienen mayor capacidad para actuar que 
otras y en algún caso pueden superar incluso al defensor. Por 
eso, en un Código que procura que la administración de justicia 
sea rápida, inmediata y concetrada -—aclaro que no voy a dar 
úna opinión, porque no tengo capacidad técnica para hacerlo— 
al incorporar a la victima, evidentemente el procedimiento va 
a modificarse en su entidad. No digo que esté mal o bien; 
simplemente digo que, por lo que se señala en la exposición de 
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motivos, la presencia de la victima va a generar en el proceso 
una situacion muy particular, es decir, va a impedir que sea 
tan ágil. 


SEÑOR CAIROL1.- No se si corresponde que intervenga en este 
momento, pero deseo explicar cuál es nuestra posición con 
respecto al “procedimiento inquisitivo y al acusatorio. La 
mayoria de la Suprema Corte de Justicia, integrada por los 
doctores Marabotto, Torello y quien habia —aclaro que ex una 
mayoria ocasional, ivgicamente, sólo respecko de este tema del 
Código de Proceso Penal-- ha entendido que el proyecto que ha 
sido presentado por el Poder Ejecutivo al Senado es mixto, ya 
que tiene visos de acusatorio pero sigue teniendo la "parte del 
viejo proceso inquisitivo que existe en este momento en nuestra 
«Justicia Penal, Nosotros propiciamos el verdadero proceso 
acusatdrio, es decir, donde las partes son dos, el proceso 
penal es. un proceso de partes —al igual que el civil— hay 
alguien que pide, que es el fiscal, hay alguien que trata de 
defenderse de ese pedido; que contrademanda o da sus razones, 
que es el defensor del imputado y, por otra parte, fuera de esa 
línea, está el juez, quien debe decidir. Al 


Nosotros no estamos de acuerdo con el proceso 

dnquisitivo, porque entendemos que en él, es el Juez quien 
' reúne las pruebas a una de las partes, que es el fiscal. En 
cambio, en el proceso acusatorio el Juez recibe las pruebas y 
es el fiscal el que las consigue. La procuración de las pruebas 
por parte del+ fiscal se realiza a través de su oficina, 
trabajando conjuntamente con la Policía, pero con la anuencia 
permanente del Juez. Es decir que el fiscal reúne las pruebas 
y, Cuando tiene un caso más O menos formado, recurre al Juez 
para saber si el mistllo puede tener andamiento, y éste es quien 
debe decidir si con los elementos reunidos se puede llevar a 
cabo un procesamiento. Esto va a alivianar el enorme número de 
presumarios que existen en este momento y también creemos que 
va a rebajar, de una manera nuy significativa, la gran cantidad 
de procesados sin prisión que hay en nuestro país, que son 
aproximadamente el 85% de los casos. Digo esto, sin perjuicio 
del hecho de que los procesados sin prisión en Uruguay cuentan 
con beneficios que no existen en otros países como, por 
ejemplo, el de la libertad provisional, la libertad anticipada 
o el que incorporó la Ley N* 15.737 de Pacificación Nacional, 
cuando aprobó como ley el Pacto de San José de Costa Rica, que 
es el que establece el deregho.a que el individuo tenga un 
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proceso rápido y pueda salir cuando no tenga una acusación 
fiscal. 


Las demoras que se dan'*en los procesos penales están 
originadas en varios motivos. Ayer, sin ir más lejos, los cinco 
Ministros estábamos analizando en la Suprema Corte de Justicia 
—y a raíz de un informe que pedimos— un expediente en donde 
el abogado habia solicitado prueba antes de la acusación —o 
antes del manifiesto, no lo recuerdo bien— y se había 
demorado dos años en diligenciarse. Todo esto fue culpa, pura 
y exclusivamente, del abogado porque el Juzgado le iba marcando 
las audiencias Y. como siempre faltaba alguien que no 
concurría, era necesario volver, a fijarlas.- En otras 
oportunidades, también el fiscal solicita pruebas con la 
consecuente demora, y los juicios permanecen sin sentencia. 
Entonces, entendinos que en un verdadero proceso acusatorio y 
con un complemento necesario —«que es una: vieja idea de la 
Suprema Corte de Justicia, que fue presentada a principios del 


año pasado en la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legisiación General y Administración de la Cámara ' de 
Representantes— como es el proyecto de ley sobre medidas 


alternativas a la pena de reclusión, se puede evitar este tipo 
de situaciones. A 


También deseo hacer una +aclaración frente a algunas 
expresiones del señor Senador Santoro, con respecto a que podía 
haber alguna prevención en contra de este proyecto por parte 
de ciertos integrantes de la Suprema Corte de “Justicia. Al 
respecto, en el día de ayer estuve conversando con los otros 
dos integrantes de lo que, en este momento, puede considerarse 
una mayoría con respecto al proyecto de Código de Proceso 
Penal, quienes me decían que no se trata, de ninguna manera, 
de una oposición acendrada. Nosotros: llegaríamos a estar de 
acuerdo con el actual proyecto, siempre y cuando se modificara 
de alguna forma que permitiera que no hubieran tantos y tan 
largos presumarios. En este sentido, en algunos Juzgados hemos 
liegado a detectar —hace aproximadamente dos años que pedimos 
a los respectivos Juzgados que trataran de limpiar estos 
presumarios— más de mil presumarios. Adenás, existían Juzgados 
en el interior que tenían pesumarios desde 1971. 


Quiero dejar en claro, en nombre de quienes sustentan la 
otra posición en la Suprema Corte de Justicia, que si en el 
proyecto se logra contemplar el hecho de que no exista gran 
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número de presumarios, que se consiga una mayor rapidez en el 
proceso y se ubique a las partes en su debido lugar en el 
proceso —aunque no se trate de uno puramente acusatorio— 
estariamos de acuerdo en apoyarlo. Si bien debo confesar que 
ál principio existió una oposición al proyecto, en este momento 
creemos que, por el bien del Poder Judicial, de la República 
y de la situación de los justiciables, debemos liegar a un 
acuerdo en este tena. de 
SEÑOR KORZENIAK.- Una de las consultas que realizó el señor 
Senador Santoro me aclaró una duda con respecto a este tema. 
El doctor Mariño, en su exposición inicial, había dicho que 
“existia una previsión en cierto modo tímida de la víctima. Mi- 
pregunta iba dirigida a saber cuál era el criterio.con el cual 
esa intervención dejaba de tener un 'acotamiento y, a juicio de 
los miembros de la Suprema Corte de»Justicia, se convertía en 
una intervención deseable. 


SEÑOR MARIÑO.- “Repito que los cinco Ministros entendemos que 
la víctima debe participar desde el inicio del procedimiento. 
Digo esto, no sólo por las razones que acaba de expresar el 
señor Senador Santoro, sino porque 'el: aporte de la víctima 
desde el inicio del caso, puede facilitar el procedimiento. Sé 
trata de la o las personas que pueden aportar las mayores 
pruebas, y en forma inmediata, al Juez o al fiscal. Entonces, 
considero que dejar para una etapa posterior su presencia, como 
ocurre actualmente con el Código de Proceso Penal —donde 
recién se pueden presentar pruebas en el manifiesto— es 
introducir un nuevo sujeto, a posteriori del procedimiento y, 
como es dable en ese momento el derecho de pedir o presentar 
pruebas, el mismo se ve denorado. Según el actual proceso, la 
víctima ingresa al mismo en la primera etapa, pudiendo pedir 
medidas cautelares. Más tarde, durante el manifiesto —que 
es la etapa burocrática de este proceso— vuelve a aparecer la 
victima. Entonces, si la admitimos en una etapa intermedia del 
actual Código de Proceso Penal, inmediatamente la admitiremos 
en el nuevo, porque alií la-prueba es fresca y va a favorecer 
al proceso. S 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera decir que en la sesión anterior, 
cuando decidimos invitarios para intercambiar ideas y escuchar 
sus puntos de vista, algunos miembros de esta Comisión tenían 
interés en formular consultas con respecto a eventuales 
colisiones entre este proyecto de ley y cierta disposición 
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constitucional. 


SEÑOR SANTORO.- Con el ánimo de colaborar con la Presidencia, 
quisiera aclarar que lo que se conversó en alguna oportunidad 
en esta Comisión fue sobre el articulo 233, que tiene que ver 
con la autoridad que posee funciones policíacas, que interviene 
en la averiguación. Es decir que no se trata del caso de 
flagrancia o de denuncia, sino de cuando llega a conocimiento 
de la autoridad ¡investida de funciones policiales la 
información sobre un posible delito. Ahí se establece que se 
realizarán las «diligencias con ia mayor brevedad y se le 
“otorgan: 10 días para informar a la autofidad jurisdiccional. 
Este tena generó, a nivel de la Comisión, una interrogante en 
razón de que en um proyecto. de reforma del Código del Proceso 
Penal que es muy preciso y claro en todas sus disposiciones 
—ya que va llevando o señalando todo el procedimiento—. en 
determinado momento, aparece este subprocediniento a cargo de 
la autoridad con funciones de policía., 


Reitero que esto generó una interrogante en razón de que 
existía una actividad que podía ser secreta durante diez días, 
donde -—ahí sí— no concurre ningún elenento que garantice 
absolutamente nada, sino que se trata de la adopción de un 
paros qen de tipo absolutista para averiguar la posibilidad de 
un delito. > 


SEÑOR MALLO.- Aclaro que no pensaba hacer uso de la palabra 
porque, conforme con la tradición del método de trabajo de las 
Comisiones —el Senador Posadas Montero y quien habla comparten 
esta posición— este tipo de reuniones no tiene por objeto 
plantear un debate, sino simplemente escuchar y formular 
algunas preguntas. En este caso en particular, porque no 
estamos a la altura de los contendientes. Considero que no es 
oportuno inaugurar una mesa redonda de debate. 


No obstante, como el señor Senador Santoro aludió a este 
problema, debo decir que el mismo está resuelto, ya que el 
señor Ministro del Interior, doctor Opertti, manifestó su 
voluntad de retirar este artículo. 


Esta disposición tiene una redacción imprecisa que da 
lugar a interpretaciones ambiguas porque, ¿qué objeto tiene que 
la Policía retenga durante J]10 días la trasmisión de la 
denunciá, cuando la ley de 1996 establece que la Policía tiene 
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la obligación de comunicar de inmediato, aun en forma 
telefónica, la denuncia? 


El inciso final de este artículo establece que la Policía, 
además de comunicar Ja denuncia a la autoridad instructora, 
adjuntará la información que hubiera recabado. Es decir que 
esto podría dar lugar a que lo que ha ocurrido -—la Policía 
instruyendo— se interpretara camo una patología del sistema, 
si el Senado de la República mantiene la opinión de hace 42 
años, Cuando por unanimidad se solidarizó con la Corte, 
deslindando perfectamente la intervención de la Policía en los 
procedimientos judiciales. En aquella oportunidad se dijo que 
la Policía no tiene, en los procedimientos judiciales, más 
pensamiento ni voluntad que la de servir al Juez, Es decir que 
el organismo instructor sería el dueño del expediente. 


Por otro lado, la expresión "recabar" es equívoca; en lo 
“personal, no creo que se deban interpretar las leyes con el 
diccionario de la Real Acadenia Española en lá nano, ya que 
alguna vez se dijo que eso implicaría darle a la Real Academia 
el papel de colegislador, porque si la Academia nmodificara el 

. significado de un vocablo, estaría cambiando las leyes. Este 
concepto se dijo, inclusive, en el propid Parlamento. ' 


No obstante, el término "recabar" parece evidente que 
significa requerir de alguien una información, una conducta, 
a la cual se pretende tener derecho, es decir que no se trata 
de un pedido o una postulación; en puridad puede interpretarse 
que es una exigencia. Por lo tanto, la Policía podría exigir 
que se le informaran determinados hechos, con lo que se 
legalizaría una patología del sistema. 


Reitero que el problema de este artículo está superado, 
ya que el doctor Opertti comprendió nuestros argumentos. 


Finalmente, deseo agradecer enornenente la información que 
ha brindado la Corte y, principalmente —sin desmedro de los 
otros integrantes de la Corporación que hoy nos visitan— la 
que proporcionó el doctor Mariño, que tiene una larga 
experiencia en la vida judicial, ya que la empezó desde sus 
niveles más bajos. Fui testigo cuando en el Colegio de Abogados 
de Melo le intentaron explicar el problena del cosido de los 
expedientes y él manifestó que no era necesario ya que fue lo 
primero que hizo cuando empezó a trabajar en un Juzgado. En el 
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curso de esa entrevista demostrí tales condiciones que para los 
abogados de Melo gravita, de una manera que no esperábamos, la 
figura del doctor Mariño. 


Quiero decir que el punto de vista de la Corte y de la 
Cátedra es distinto del nuestro, y en este sentido me apoyo en 
la opinión de Couture, quien decía que un Código no es la obra 
de una academia; que le codificación no es sentar los 
principios de la Cátedra y que el Legisiador tiene que moverse 
frente a las necesidades de la sociedad y en un medio de 
factores económicos, culturales, sociales y políticos. 


En consecuencia, si bien en la Cátedra esto puede 
plantearse cono una regla de Dios —he oido a partidarios del 
sistema acusatorio que lo plantean en una forma tan asertiva 
que parece que estuvieran interpretando una -ley de Dios— para 
nosotros pesan otros puntos de vista y obligaciones. 


Muchas veces he reiterado que las normas de Derecho no son 
el producto de una lógica rigurosa ni el desarrollo de un 
teorema; obedecen a factores sociales, económicos y politicos 
de muy distinto orden. En consecuencia, si en algún caso 
discrepamos con alguna opinión de la Corte, de los juristas, 
deben tener en cuenta, como justificación de nuestra conducta, 
la necesidad de atender otros factores. 


SEÑOR MARIÑO.- Quisiera hacer dos precisiones. Respecto al 
artículo 233 a que se ha hecho mención, cuando estudié su 
texto, me mereció reparos tan grandes y quedé tan perplejo que 
pensé en la posibilidad de: conversar con el doctor Opertti, 
pero hasta este momento no he tenido oportunidad de hacerlo. 


Como Ministro de la Corte no puedo decir si este artículo 
es constitucional o no porque estaría prejuzgando, pero sí digo 
—lo hice los otros días en la Corte— que leyendo su texto y 
relacionándolo con todos los demás artículos, esta disposición 
queda sin contenido. 


SEÑOR MALLO.- Es una discordancia. 
SEÑOR MARIÑO.- Debo decir que leí este artículo varias veces 
y realicé varias anotaciones en las que señalé que el mismo es 


contradictorio con el artículo 234 o, lo que es peor, queda sin 
contenido. 
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En 21 delito flagránte no se plantea ningún problema, ya 
que se pasa al Juez. En elino flagrante, el Juez pasa el caso 
a estudio, es decir, no hay posibilidades de que la autoridad 
policial pueda encontrar/ un hueco donde intervenir. Sin 
embargo, por el articulo/233 se puede dar esta situación. No 
obstante, podria tener “cierto contenido.si se acudiera al 
principio acusatorio en el cual la autoridad policial sí 
intervendría y daria cuenta de esa actuación al Fiscal, pero 
a la brevedad, por supuesto. 


Estoy muy contento con lo que ha dicho el señor Senador 
Mallo, no con respecto a mi persona, sino con relación a la 
noticia de que el propio señor Ministro del Interior va a 
retirar este artículo que, reitero, carece de contenido. 

É ME 

La segunda" precisión —para ser fiel con lo que 
conversamos con el doctor Alonso De Marco— es que la minoría" 
de la Corte —por así decirlo— considera que el articulo 238 
mantiene una redacción de corte profundamente inquisitivo. Si 
el mandato, como dice el Ministro, fue acercarse al proceso 
acusatorio, pensamos que el artículo 238/2 tendría que ser 
modificado para que aquí sí, en esta audiencia, sea el fiscal 
—sin per juicio de que el Tribunal la dirigirá y la ordenará-—- 
el que tone la iniciativa del interrogatorio y de la agregación 
de prueba. De esa forma el Juez, como decía el doctor Cairoli, 
va a estar presente en la audiencia, la va a ordenar y a 
dirigir, pero al testigo lo va a interrogar el fiscal, la 
defensa, y eventualmente el Juez, con todo su derecho, y, 
” entonces, sí bien no se puede hablar de un procedimiento 
acusatorio, sí podenos referirnos a una intervención del fiscal 
preeminente que acerca todo este proceso al acusatorio. 


SEÑOR POZZOLO.- Los integrantes de la Suprema Corte de Justicia 
pero más los señores Senadores que integran esta Comisión saben 
que, lamentabiemente, no tengo ninguna especialidad en este 
tema. E 


SEÑOR MALLO.- Pero le sobra sentido común, señor Senador. 


SEÑOR POZZOLO.- Aquí estoy para controlar los desbordes 
jurídicos del especialista auténtico en la materia, el señor 
Senador Ricaldoni, y él es el que controla mis excesos de 
ignorancia. 
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Quiero preguntar cómo va a operar, luego de sancionada 
esta trahSftormación del Código del Proceso Penal, el instituto 
de la gracia. ne 


SEÑOR CAIROLI.- Eso viene por otro lado, señor Senador. 


SEÑOR POZZOLO.- De cualquier manera, quisiera que se me 
respondiera la pregunta para que quede constancia en la versión 
taquigráfica. 


Si vamos a acelerar procesos y a Obtener, como es el 
espíritu de la Suprema Corte de Justicia, mecanismos- de 
diligenciamiento, éste pasaría a ser un instituto casi 
innecesario en nuestra. legislación, salvo casos de excepción. 


Aquí se estipula que hay una visita de cárceles y a 
partir de ahí, en función de los dictámenes que el personal 
judicial especializado dé sobre ese tema, la Suprema Corte 
resolverá. Como en todos lados, Se producen casos de injusticia 
porque, por ejenplo, a veces no se otorga la gracia a quien por 
haber agilitado un trámite ordinario en la Administración 
Pública recibe un cordero de regalo y si se dicta la libertad 
por la gracia a gente que ha cometido un hecho de sangre, Esto 
no significa ningún tipo de acusación a la Suprema Corte de 
Justicia ni al Poder Judicial, simplemente es un dato de la 
realidad. En este sentido, pregunto si en el Código o por otra 
vía se contempla este tipo de situaciones. 

Ez $ 

SEÑOR MARIÑO.- Creo que el instituto de la gracia no ha sido 
contemplado en el Código del Proceso Penal, aunque señalo que 
no lo he agotado porque llegó a mis manos hace muy pocos días. 
Parecería que el tema tendría que tener una solución 
legislativa, que quizás se pueda dar en este Código. Pero el 
instituto de la gracia puede ser mitigado si el principio de 
oportunidad se amplia, por ejemplo, tomando el artículo 49 del 
proyecto Gelsi-Marabotto, en el que se establecen situaciones 
de pequeño delito que es al que, en definitiva, la Suprena 
Corte de Justicia le otorga la gracia y que aquí estaría 
actuando en función de la aplicación por parte del fiscal de 
dicho principio. Es decir que el fiscal, después de realizada 
la audiencia previa, si encuentra que el hecho delictivo es de 
escasa entidad, puede ejercer el principio de oportunidad. 
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Quizás sea interesante —si el señor Presidente me lo 
permite— destacar dos o tres incisos de este proyecto a los 
efectos de que los señores Senadores se ilustren al respecto. 


El literal a) dice: "El principio de oportunidad el 
Ministerio Público lo podrá aplicar cuando se tratare de hechos 
que por su significancia o su falta de frecuencia no afecten 
gravemente al interés público, salvo que la pena mínima del 
delito investigado supere ¡os dos años de privación de 
libertad, o el delito hubiere sido presumiblemente cometido por 
un funcionario público en el ejercicio de su cargo". Quiere 
decir que. le da un gran campo al fiscal porque está dirigido 
a delitos con penas de hasta dos años, o sea que abarca una 
gama muy importante. e 


En otras situaciones este mismo proyecto recoge el 
proyecto Piaggio y agrega otro inciso: “El fiscal podrá aplicar 
el principio de oportunidad en los tasos de delitos contra la 
propiedad no mediando violencia cuando el indagado hubiere 
indemnizado totalmente a la víctima". 


Hay un último inciso que dice: "En todos los casos en que 
se hayan satisfecho plenamente las aspiraciones de ja víctima 
y el Ministerio Público considere que no hay interés público 
prioritario que justifique el principio de la acción penal", 


Quiere decir que el principio de oportunidad viene a 
plasmar, en la forma como está redactado, la jurisprudencia que 
“tiene la Corte en el otorgamiento de las gracias. 


SEÑOR CAIROLI.- Quisiera hacerle una aclaración al señor 
Senador Pozzolo, respecto a que en cualquiera de los dos 
proyectos —por lo nenos en el que tiene a estudio esta 
Comisión del Senado— no se prevé nada sobre la gracia pero sí 
sobre la libertad anticipada. Con respecto a esta última, la 
Suprema Corte de Justicia escucha a los organismos —tales como 
el Instituto de Criminología, etcétera— que a través de sus 
diferentes servicios hacen un examen psicológico y social del 
recluso y eso se eleva a la propia Corte de acuerdo a lo que 
rige en el Código del Proceso Penal, en los artículos 327 y 
328, y ésta concede o no la libertad anticipada, o sea, la que 
se puede pedir con la mitad de la pena y que es obligatorio 
darla en el caso de que existan dos tercios del cumplimiento 
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de la misma y que los informes” sean favorables. 


Pero en el caso de la gracia no hay informe de parte de 
ningún instituto porque la gracia es un instituto de clemencia 
soberana donde la Suprema Corte de Justicia ejerce su potestad 
de máximo organismo del Poder Judicial y, entonces, es algo que 
viene heredado a través de los siglos como una clemencia basada 
en las "supremitas” que podian tener los tribunales romanos. 
En ese caso la Suprema Corte de Justicia otorga la gracia. Para 
hacerle una aclaración al señor Senador, deseo expresar que la 
Suprema Corte de Justicia no ha concedido gracias en delitos 
de. sangre, salvo que las penas sean mayores o cercanas a 20 
años,+cuando les falta muy poco tiempo para cunplirlas y hay 
un pronóstico de recuperación bastante importante. Las demás 
gracias que estamos otorgando tienen que ver con pequeños 
delitos —lo que se llama delitos de bagatela-— y muchas veces 
las estamos utilizando sólo para conceder la libertad, porque. 
la Suprería Corte de Justicia es mucho más severa en lo que 
tiene que ver con el sobreseimiento de la causa. Esto últino 
se da en el caso de individuos que no tienen antecedentes o de 
edad muy provecta que, por ejempio, han conetido un crimen * 
pasional. Asimismo, se utiliza en casos en que se actuó 
prácticamente en legítima defensa o en nenores: relativos que 
no tienen ningún antecedente penal y que han cometido una- 
pequeña tentativa de un hurto de escaso valor. En esos casos 
sí sobreseímos la causa, pero en otros somos muy cuidadosos de 
“hacerlo. Lamentablemente, no tengo en mi poder estadísticas 
sobre las gracias que se han concedido, pero creo que seguimos 
enel mismo porcentaje e, incluso, lo hemos bajado. 


SEÑOR SARTHOU.- Deseo hacer una pregunta relacionada con el 
despiazaniento de la investigación hacia el Fiscal. Tal vez por 
un problema de información, me planteo una duda cón respecto 

- al incremento de sus facuitades. Más allá de la autonomía 
técnica del Poder Ejecutivo, quisiera conocer la opinión que 
le merece a la Suprema Corte de Justicia y a sus Ministros, 
esta temática. La solución de Derecho Comparado que desplaza 
la instrucción sobre el Fiscal, pero que la hace depender del 
Poder Judicial, me parece positiva, pero tengo la preocupación 
de que el aumento de facultades indagatorias del Ministerio 
Público dependiente del Poder Ejecutivo pueda ser 
inconveniente. Por esa razón, me gustaría conocer la opinión 
de los señores Ministros. 
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SEÑOR MARIÑO.- Quisiera que contestara en primer término el 
doctor Cairoli, que es uno de los integrantes de la mayoría que 
patrocina ese sistema, y luego daría mi opinión. 

SEÑOR CAIROLI.- Quienes -propiciamos el sistema acusatorio, 
hemos tomado una nota de la inquietud que en este momento 
expresa el señor Senador Sarthou, porque al igual que él 
pensamos que puede ser peligroso darle demasiadas facultades 
investigativas a un Cuerpo que no es dependiente del Poder 
Judicial, por el hecho de que si es realizada por este último, 
tiene un viso de independencia y autononía constante. De todas 
maneras, en el proyecto de ley que propiciamos —que no es este- 
.que los señores Senadores tienen a estudio-— habíamos tratado 
de .menguar este inconveniente, haciendo que todas las 
investigaciones del señor Fiscal estuvieran en conocimiento y 
dirigidas por el señor Juez. £s decir que, como dije hoy, el 
Fiscal le iba a llevar al Juez su caso con todo cumplido, pero 
antes debía estar en contacto permanente con él, a los efectos 
de saber si le permitía que tomara determinados 
interrogatorios, que verificara ciertas pruebas o buscara 
situaciones que pudieran favorecer a la causa de cargo. De 
alguna manera, en el proceso acusatorio no prescindimos de esa 
preponderante figura que es la del Juez, que está por encina . 
de una de las partes vigilando la reunión de las pruebas. 


Desde luego, se trata de una situación en la que la 
costumbre, la vieja tradición de nuestro país, va a hacer que 
sea de difícil aceptación. Incluso, el año pasado tuvimos 
oportunidad de intervenir en un Congreso que se realizó en la 
Intendencia Municipal de Montevideo, donde. hubo muchos 
expositores sobre el tema. En esa oportunidad, el proyecto 
llamado Gelsi - Marabotto fue muy atacado por algunos abogados, 
precisamente, por esa razón. Como decía alguna vez el doctor 
Mariño, se cambia de lugar al Juez por el Ministerio público. 


En definitiva, esa es la explicación que en forma somera 
puedo brindar. 


SEÑOR MARIÑO.- La inquietud que plantea el señor Senador, 
obviamente, también la he tenido, y aclaro que estoy hablando 
a título personal. Pero tanbién la tienen los Ministros de la 
Suprema Corte de Justicia que propician la intervención del 
señor Fiscal en la etapa indagatoria. 7 
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A pesar de que no quiero entrar a profundizar en el tena, 
debo decir que me preocupa la regularidad constitucional del 
proceso acusatorio puro que se propicia en el otro proyecto de 
ley. Quizás, si los profesores de Derecho Constitucional de 
reconocida versación que hay aquí presentes analizan los 
articulos 15 y 16 de la Constitución, podrían resolver ese 
punto al que no quíero, referirme por razones obvias de mi 
cargo. Concretamente, una de las observaciones que le han hecho 
algunos profesionales al proyecto Geisi - Marabotto, es la 
eventual inconstitucionalidad que tendría el otorganiento al 
Fiscal de la facultad de ser él quien interrogue en primer 
término a los testigos y al presunto autor del ilícito. De 
todas maneras, repito, que no tengo posición formada y 
solamente es una inquietud que subyace en mi pensamiento, al 
igual que en el del señor Senador Sarthou. 


Asimismo, me pregunto, al igual que el doctor Cairoli, qué 
aceptación va a tener en la población un-cambio tan radical en 
cúanto a. la indagación previa respecto a la eventual comisión 
de un delito. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Deseo agradecer la concurrencia de los 
Ministros de la Suprema Corte de Justicia a esta Comisión, 
quienes nos han brindado importante información. Si -luego io 
estimáramos necesario, quizás volvamos a solicitar su opinión 
antes de que este tena llegue al Plenario del Senado. 


SEÑOR MARIÑO.- Quiero poner en conocimiento de la Comisión que 
la Suprema Corte de Justicia y cada uno de sus miembros en 
forma individual está a vuestra disposición para hacer todas 
las aclaraciones del caso. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 43 minutos.) 
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